Ref.: Queja nº 021050

Estimado Sr.:

Nos ponemos de nuevo en contacto con Vd. para comunicarle que con esta misma fecha hemos dirigido la siguiente Resolución al Ilmo. Sr. Director General de la Función Publica: "Ilmo. Sr.:

En fecha 8 de mayo de 2002 se recibió en esta Institución escrito de D. Antonio Hernández Máñez al que acompañaba otro de la Asociación de Interinos y Personal Laboral no Fijo de la Generalidad Valenciana (IGEVA) formulando queja. Este ultimo carecía de las firmas de los promotores, por lo que se les requirió a fin de que subsanasen la omisión, lo que hicieron.

Estudiada la queja se admitió y el 22 de mayo de 2002 remitimos escrito al Ilmo. Sr. Director General de la Función Publica exponiéndole los términos de aquella e interesándole informe al respecto en los siguientes términos:

"Se ha recibido en esta Institución escrito firmado por los representantes de la Asociación de Interinos y Personal Laboral no Fijo de la Generalidad Valenciana, que ha quedado registrado con el numero arriba indicado.

Exponen los hechos y consideraciones que se contienen en el escrito adjunto y que sintetizamos en lo siguiente:

Que la referida Asociación se constituyó al objeto de defender los intereses de los empleados públicos temporales de la Generalidad Valenciana y en este sentido se ha dirigido a esta Institución interesando que promueva la investigación tendente a la consolidación del empleo publico temporal. En tal sentido concretan sus pretensiones en los siguientes apartados: 

1.– La existencia de un alto índice de precariedad, que cifra en cerca de 4.500 empleados de la Generalidad Valenciana, lo que supone el 26% de su plantilla, incluyendo tanto funcionarios como laborales de los distintos sectores.

2.- El incumplimiento en cuanto a las ofertas publicas de empleo, tanto en el exiguo numero de las que se han aprobado, al no existir entre los años 1990 y 1994, como el escaso numero de plazas que componen las aprobadas. A ello se une el que algunas de las convocatorias que desarrollaron las ofertas de empleo público han sido paralizadas o anuladas por los Juzgados y Tribunales. En este mismo apartado se señala que a todo ello ha de añadirse el hecho de que el 40% de las 2. 700 plazas convocadas entre los años 1990 y 1999 han sido para promoción interna, con lo cual la oferta para acceso libre se ha reducido enormemente. Todo ello ha abocado a una situación absolutamente excepcional que ha elevado considerablemente el numero de empleados temporales y, además, dichos empleados temporales lo son por tiempo exhorbitado, lo que ha hecho que se desvirtúe la figura del contratado temporal o funcionario interina. 

3.- El elevado numero de empleados temporales y el largo tiempo que lo han sido ha generado necesariamente una formación para que hayan podido llevar adecuadamente a cabo las tareas que tenían encomendadas; esta formación se ha adquirido, bien directamente de la Administración o sufragada por los propios empleados, bien indirectamente a través del aprendizaje por el ejercicio del trabajo diario. Este bagaje formativo entienden que no debe despilfarrarse, a mas que las personas que accediesen “er novo a los puestos actualmente ocupados con carácter temporal carecerían de la formación y experiencia que ostentan los actuales empleados públicos temporales. 

4.- En este apartado cuestionan la inadecuación de las actuales pruebas selectivas y más concretamente de la oposición, que entienden que no es un proceso selectivo, sino meramente eliminatorio, poniendo como ejemplo el que la ultima convocatoria para el acceso al grupo D, sector Administración General, el primer ejercicio lo superaron menos opositores que plazas existían. También cuestionan la cobertura de puestos mediante movilidad horizontal por personal laboral. 

5.- En las pruebas selectivas no se valora la experiencia profesional, pues solo se tienen en cuenta conocimientos teóricos que pueden haber adquirido mas recientemente otras personas que no estén trabajando para la Administración Autonómica, despreciando los conocimientos prácticos de quienes hoy son empleados públicos temporales. 

6.– La figura del contrato de interinaje (sic) entienden que esta desvirtuada y utilizada en fraude de ley, puesto que lo es para la cobertura “normal” de puestos de trabajo. 

7.- Pese a la situación expuesta la Administración Autonómica y también los Sindicatos del sector publico autonómico no han llegado a acuerdos o soluciones adecuadas que resuelvan el problema de la excesiva cantidad de empleados públicos temporales. 

8.– Existen en el Ordenamiento Jurídico Español precedentes legales sobre consolidación de empleo publico tanto a nivel de la Administración Central como Administraciones Autonómicas, incluyendo la Valenciana. 

9.- La situación del personal estatutario del Sistema Nacional de Salud es especialmente grave, pues constituye un agravio comparativo el que se ha incluido a través de los procesos de consolidación de empleo temporal que contempla la Ley 16/2001 y su desarrollo en el ámbito de la Comunidad Valenciana a través del Decreto 27/2002 en cuyo Anexo se incluye personal no estatutario.

Se denuncia por los promotores de la queja, así mismo, que existen puestos de trabajo en Centros de Salud que con idénticas funciones están clasificados para su desempeño por personal funcionario y personal estatutario, así como que este puede desempeñar puestos funcionariales pero no a la inversa, lo que supone un plus en la discriminación a que se ha hecho referencia.

Toda esta situación desemboca en el hecho de que los empleados públicos temporales, amén de otros perjuicios como la no percepción de trienios o indemnizaciones por cese tras varios años de prestación de servicios, se encuentren en una situación de inestabilidad con graves consecuencias de índole personal y familiar, que se resolverían si la Administración Autonómica proveyese sus plazas de forma definitiva.

Considerando que la queja reúne los requisitos formales establecidos en los artículos 12 y 17 de la Ley 11/88, de 26 de Diciembre, del Síndico de Greuges, ha sido admitida, dando traslado de la misma a V.I. de conformidad con lo determinado en el articulo 18.1 de la citada Ley.

Con el objeto de contrastar las alegaciones formuladas por el promotor, le ruego que en el plazo de 15 días nos remita información suficiente sobre la realidad de las mismas, y demás circunstancias concurrentes en el presente supuesto, especialmente el numero de puestos de trabajo vacantes cubiertos en la actualidad por empleados públicos de carácter temporal y el promedio temporal de ocupación de los mismos, así como si existe algún proyecto, acuerdo o documento sobre la consolidación del empleo publico temporal del sector de Administración General.”

Transcurrido el plazo para la emisión del informe este no se había recibido, por lo que el 6 de septiembre de 2002 fue reiterado, recibiéndose el 26 de septiembre de 2002. El Ilmo. Sr. Director General de la Función Publica nos decía en el: 

1.º El índice de precariedad en el empleo en la Generalitat Valenciana, y en concreto en el colectivo de empleados públicos encuadrados en lo que se denomina la Administración del Consell, es, efectivamente, superior a lo que sería deseable. A esta situación se ha llegado a través de un largo proceso, en el que han concurrido muchas y complejas circunstancias, por causas no siempre achacables a quienes en cada momento les ha correspondido la responsabilidad de gobernar o gestionar,. en relación con las mismas conviene hacer especial mención al grado de conflictividad judicial que ha alcanzado la materia, con la consiguiente inseguridad jurídica, que a su vez ha entorpecido los procesos de selección y provisión de puestos de trabajo, e incluso su paralización, conviniendo señalar, además, que dicha situación está generalizada, en mayor o menor grado, en la mayoría de las Administraciones públicas del Estado español. 

2°. Es prioridad de esta Administración sustituir el exceso de trabajadores temporales e interinos por funcionarios de carrera y trabajadores fijos, mediante procesos de selección que contemplen los principios constitucionales de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, y no con criterios más o menos explícitos de compensación por agravios y perjuicios sufridos, que en cualquier caso deberían tener otras vías de resarcimiento. Esta es la única vía posible, avalada además por la jurisprudencia, mediante no pocas sentencias que han invalidado procesos de consolidación de empleo público que no han respetado los principios indicados

3°. Como pleno reconocimiento del criterio expuesto, se firmó un acuerdo de la Mesa General de Negociación de la Generalitat Valenciana el día 26 de Junio de 2.001, con desarrollo en las distintas Mesas Sectoriales (Administración Pública, Justicia, Educación y Sanidad), en Julio siguiente (se adjuntan el de la Mesa General y el relativo a Administración Pública) en los que, con independencia de los compromisos sobre calendarios de convocatorias, se plasmaron acuerdos con los representantes de los empleados públicos sobre condiciones de los sistemas de selección, teniendo como objetivo general la reducción de la temporalidad en el empleo público.

4°. Con arreglo a dichos acuerdos, y por lo que respecta a la Administración del Consell, se han convocado las pruebas selectivas correspondientes a la Oferta de Empleo Público del año 1.999, estando a punto de concluir las adaptaciones previstas en el Acuerdo para la oferta del año 2.000, con un total de 800 plazas, que se convocará antes de que finalice el presente año. Seguidamente se determinarán los colectivos concretos a los que se referirá la Oferta del año 2.001, que ascenderá a 1.500 plazas y, finalmente, los de la del 2.002, que ascenderá a un total de 400 puestos, finalizado todo lo cual, se habrá alcanzado una temporalidad del 10 por cien, considerada técnicamente adecuada por los .firmantes del acuerdo.

5º La promoción interna es un derecho de los funcionarios reconocido por la ley y fijado en la misma mediante la reserva de un mínimo del 40% de las plazas que se oferten, por lo que es innecesario cualquier comentario a la alegación al respecto de los promotores de la queja

6º El colectivo correspondiente a la sanidad tiene unas características propias y bien diferenciadas del resto de los empleados públicos, pero a su vez similares en todo el territorio del Estado español, rigiéndose por una normativa peculiar, con escasos puntos en común con la de los funcionarios. Por ello se ha llegado a una solución específica para el mismo mediante la ley 16/2001

7º Las cifras sobre temporalidad en el empleo referidas al año 2. 001 figuran en el acuerdo referido anteriormente, siendo imposible, a través de los instrumentos informáticos de que se dispone, facilitar cifras sobre promedios temporales de ocupación."

Lo informado por la Administración se trasladó el 7 de octubre siguiente a IGEVA para que formulase alegaciones al mismo, lo que hizo mediante escrito que recibimos el 20 de noviembre de 2002

Del escrito de queja, del informe de la Administración, de las alegaciones de IGEVA y de todo lo actuado se deduce que en el origen de la queja se encuentra el elevado número de empleados públicos, entendiendo por tales tanto los funcionarios de empleo como el personal laboral no fijo, de la Administración del Consell vinculados a éste por relaciones jurídicas de carácter temporal. La cifra de personal temporal es de 4.340 sobre unos efectivos de 16.697 (acta de la Mesa Sectorial de Función Pública de 12-7-2001, punto 2), es decir el 25%, a los que habrían de añadirse 1.098 puestos que no tienen titular, lo que supone un total de 5.348 puestos de trabajo no cubiertos permanentemente

La Administración nos indica que las razones que han dado lugar a tan elevado índice de temporalidad son varias, entre las que cita el elevado índice de conflictividad judicial, lo que no parece, a juicio de esta Institución una razón suficientemente justificada para explicar el fenómeno que aquí se aborda. En cualquier caso, como luego se verá, no es objeto de la presente queja analizar la causas que han dado lugar a tan elevado índice de temporalidad.

El carácter indeseable de la precariedad en la Administración autonómica es algo en lo que tanto la Administración como IGEVA están de acuerdo, como también nosotros. La lucha contra la precariedad en el empleo es una constante en todo tipo de relaciones, tanto jurídico públicas como jurídico privadas

El supuesto que analizamos tiene, además, un añadido que le hace más grave, porque no sólo el índice de temporalidad es muy elevado, sino que también lo es el tiempo de duración en el que el empleado temporal se encuentra en esta situación. Pedimos expresamente a la Administración que nos facilitase el tiempo medio de duración de la relación temporal, indicándonos que tal dato no era posible conocerlo por los medios informativos de que se dispone. No obstante, nuestra experiencia, corroborada por la escasas y exiguas ofertas públicas de empleo de los últimos años, pone de manifiesto que el tiempo que un empleado público está vinculado a la Administración Valenciana excede de los ocho años, llegando en no pocos casos a diez, doce o más años.

Con tales antecedentes, IGEVA nos traslada sus reflexiones. Las resumimos en lo siguiente:  la existencia de tan elevado número de empleados temporales es responsabilidad exclusiva de la Administración; la dilatación temporal de la situación de precariedad ha generado en los empleados problemas socio económicos importantes (creación de familias, contratación de préstamos hipotecarios, más edad, menos tiempo para el estudio, ) que les dificultan la competición en oposiciones con aspirantes mas jóvenes y con menores cargas familiares y laborales; la experiencia conseguida a lo largo de los años debe ser apreciada por la Administración, tanto por su valor cara a la prestación del servicio público, como cualidad de los empleados públicos que acredita una pericia que no deberían demostrar a través de un proceso selectivo; la situación es extraordinaria y precisa de soluciones extraordinarias, tales como se dieron en el pasado y se han dado recientemente a través, por ejemplo, de la Ley 16/2001, de 21 de noviembre, sobre consolidación de empleo en el Sistema Nacional de Salud, por ello pretenden la convocatoria de las plazas que ocupan de modo que se tenga en cuenta el tiempo prestado en régimen temporal

La Administración, por su parte, partiendo de unos mismos hechos, nos dice que se ha llegado a acuerdos con las organizaciones sindicales tendentes a cubrir las vacantes que se convoquen a oferta de empleo público por la doble vía de la convocatoria libre y de la promoción interna, teniendo en cuenta a los temporales a los solos efectos de si inclusión en listas de espera o bolsas. En efecto el Acuerdo de la Mesa General de Negociación de la Generalidad Valenciana de 27 de julio de 2002 sobre reducción de la temporalidad, hizo suyos los de las mesas sectoriales:

de Función Publica y CIVE de 12 de julio de 2001 (participaron UGT -PV; CCOO-PV; CSI- CSIF, STEP-IV y CEMSATSE), de Educación de 19 de julio de 2001 (participaron STEP- IV; FE-CCOO-PV; ANPE, FETE-UGT y CSI-CSIF), de Sanidad de 23 de julio de 2001 (participaron UGT -PV; CSI-CSIF, CCOO-PV; STEP-IV y SAE) y de Justicia de 24 de julio de 2001 (participaron CSI-CSIF, CCOO-PV; UGT-PV; STEP-IV y CEMSATSE)

Salvo en el sector de Justicia, se pone de manifiesto el elevado índice de precariedad y se pacta llegar al 10%, por entenderlo técnicamente aceptable. Respecto del personal temporal la única referencia lo es a su inclusión en bolsas para nuevas contrataciones. El grueso de plazas a convocar para su provisión definitiva lo es a través de convocatorias libres o promoción interna (por ejemplo 60% del grupo B al A o 1500 plazas del grupo D al C en tres años). Caso especial es el del personal estatutario del Sistema Nacional de Salud, al que le es de aplicación la Ley 16/2001, de 21 de noviembre, sobre consolidación de empleo en el Sistema Nacional de Salud. Al respecto debemos abstenernos de pronunciarnos toda vez que se trata de un proceso amparado en una Ley de las Cortes Generales

Los temas que se ponen de manifiesto en el expediente son dos, aunque aparezcan otros varios entrelazados y relacionados, entre sí y con aquellos, tales como la demora en la realización de las pruebas selectivas una vez aprobada la correspondiente oferta de empleo pública, lo que redunda en el alargamiento de la temporalidad, el resultado de pruebas selectivas en las que quedan vacantes desiertas, lo que, del mismo modo, supone que la temporalidad en ciertos casos persista o los acuerdos entre la Administración y las organizaciones sindicales según los cuales no se contempla de modo alguno el tiempo prestado como empleado público temporal para el acceso al empleo público permanente

Sin embargo, ni por la magnitud de las cuestiones referidas, ni porque ese sea el auténtico objeto de la queja analizaremos las mismas

Así pues, los dos temas en las que nos centramos son: .la existencia de un 25% de empleos públicos cubiertos temporalmente, a los que habría de añadirse un número mayor de puestos vacantes y /aposición de quienes ocupan los mismos con respecto al acceso con carácter permanente

Respecto de lo primero nuestra opinión no nos genera duda alguna conforme a las siguientes premisas: a) la creación y mantenimiento de puestos de trabajo en el empleo público precisa inexcusablemente de su necesidad objetiva y de la dotación presupuestaria, b) consecuencia de lo anterior es que los puestos de trabajo deban estar cubiertos y c) que dicha cobertura lo sea con carácter permanente, excepción hecha tan sólo de los que comporten reserva del mismo para sus titulares. Por ello no es admisible tener puestos de trabajo vacantes, ya que ello implicaría, de un lado, permitir que la realización de tareas que se consideran necesarias quede sin hacer y, de otro, no aplicar los recursos financieros para la dotación de puestos de trabajos a su fin. y siendo esto así la cobertura de los mismos debe hacerse en el menor tiempo posible y de modo permanente para con ello desterrar de las Administraciones públicas la precariedad a la que los Poderes Públicos tratan de combatir a través de diversas medidas legislativas

Tan sólo es admisible mantener empleos públicos temporales, que no vacantes, en los casos de reserva de puesto, como se ha dicho, y por razones coyunturales. En este último supuesto la experiencia dice que la Administración no acude a la creación de puestos de trabajo específicos, sino a la contratación de los servicios de empresas externas. Se dice que la tasa de temporalidad técnicamente aceptable es del 10%, pero no se nos da la fuente de tal cifra. Por nuestra parte y siguiendo el razonamiento anterior ninguna vacante debe existir y los puestos cubiertos temporalmente deben limitarse a las vacantes producidas por ceses de los titulares de aquel/os (excedencias, jubilaciones, fallecimientos, etc.) y, además, deben de serlo por el tiempo estrictamente necesario para lograr la selección.

La Ley 30/1984, de 23 de agosto, de medidas urgentes de reforma de la función publica, cuando fue promulgada obligaba a través de su artículo 18 a convocar dentro del primer trimestre de cada año natural las pruebas selectivas de acceso para las plazas vacantes comprometidas en la misma y hasta un 10% mas (pudiera ser este el porcentaje aceptable técnicamente), tras definir la oferta pública de empleo como el conjunto de plazas dotadas presupuestariamente y que se hallen vacantes. La Ley 22/1993, de 29 de diciembre, modifico el citado artículo 18 eliminándose la obligatoriedad de convocar pruebas selectivas con carácter anual.

Ahora bien, el que la norma jurídica no obligue a convocar periódicamente pruebas para la selección de efectivos, no impide que si las circunstancias lo aconsejan tales pruebas puedan y deban ser convocadas. La ley 54/1999, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado, dispone en su articulo 21, Oferta de empleo público:

"Uno. Durante el año 2000, las convocatorias de plazas para ingreso de nuevo personal del sector público delimitado en el artículo anterior se concentrarán en los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren absolutamente prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales. En todo caso, el número de plazas de nuevo ingreso deberá ser inferior al 25 por 100 de la tasa de reposición de efectivos…..

No obstante lo dispuesto en el párrafo primero de este apartado, las Administraciones públicas podrán convocar los puestos o plazas que, estando presupuestariamente dotados e incluidos en sus relaciones de puestos de trabajo, catálogos o plantillas, se encuentren desempeñados interina o temporalmente….

Tres. Durante el año 2000 no se procederá a la contratación de nuevo personal temporal, ni al nombramiento de funcionarios interinos, en el ámbito a que se refiere el apartado dos, salvo en casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables, con autorización conjunta de los Ministerios de Administraciones Públicas y Economía y Hacienda…..

Cinco. El apartado uno de este artículo tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.13a y 156.1 de la Constitución. Las Leyes de Presupuestos de las Comunidades Autónomas y los Presupuestos de las Corporaciones locales correspondientes al ejercicio del año 2000 recogerán expresamente los criterios señalados en dicho apartado…..".

Se cita la mencionada Ley, ya que es la que sirve de fundamento a la Administración para que mediante Decreto 80/2001, de 2 de abril, apruebe la oferta de empleo, no para dicho año, sino para el año 2000, la cual ha sido ampliada por Decreto 193/2002, de 26 de noviembre. La Ley del Presupuestos Generales del Estado para 2001 tenía idéntica redacción. Por su parte la Ley 25/2001, de 28 de diciembre, sobre los mismos presupuestos para 2002 se refiere al tema analizado en el artículo 26 y señala:

"1. La provisión de puestos de trabajo a desempeñar por personal funcionario o la formalización de nuevos contratos de trabajo del personal laboral fijo, así como la modificación de complementos o categoría profesional, requerirán que los correspondientes puestos figuren dotados en los estados de gastos del Presupuesto y relacionados en los respectivos anexos de personal unidos al mismo, o bien que obtengan su dotación y se incluyan en dichos anexos, de acuerdo con la normativa vigente.”

Finalmente el anteproyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2003, según el texto remitido por el Congreso de los Diputados al Senado, establece:

"Articulo 20. Oferta de empleo publico:

Uno. Durante el año 2003, las convocatorias de plazas para ingreso de nuevo personal del sector público delimitado en el artículo anterior se concentrarán en los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren absolutamente prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales. En todo caso, el número de plazas de nuevo ingreso deberá ser inferior al 25 por 100 de tasa de reposición de efectivos…..

No obstante lo dispuesto en el párrafo primero de este apartado, las Administraciones Públicas podrán convocar los puestos o plazas que, estando presupuestariamente dotados e incluidos en sus relaciones de puestos de trabajo, catálogos o plantillas, se encuentran desempeñados interina o temporalmente…..

Cinco. El apartado Uno de este artículo tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.13° y 156.1 de la Constitución. Las Leyes de Presupuestos de las Comunidades Autónomas y los Presupuestos de las Corporaciones Locales correspondientes al ejercicio del año 2003 recogerán expresamente los criterios señalados en dicho apartado.”

De lo dicho se expone que no existe ningún obstáculo para que la Administración pueda realizar las convocatorias para seleccionar al personal que deba ocupar con carácter definitivo los puestos de trabajo vacantes o ocupados temporalmente, so pena de que no sean necesarios en cuyo caso debería amortizarlos. No desconocemos que la oferta de empleo publico para el año 2000, aún promulgada en 2001 y ampliada en 2002, contiene un importante número de plazas para cobertura externa, 1.100, cifra que todavía se encuentra lejos de las 4.340 cubiertas temporalmente, razón por la que efectuaremos la recomendación pertinente. Al tiempo se aprueba una oferta de 330 plazas para promoción interna, pero lo son por el sistema de conversión de plazas, lo que no atañe al empleo temporal.

La segunda cuestión a abordar es la de la consideración de los empleados públicos temporales en los procesos selectivos. Al respecto debe quedar claro desde ahora que: a) cualquier excepcionalidad al régimen general exige una norma jurídica con rango legal, b) consiguientemente una situación de hecho única e irrepetible y c) la finalidad de conseguir un objeto constitucionalmente legitimo (STC 12/1999, de 11 de febrero). Los promotores de la queja aportan un resumen de la doctrina constitucional aplicable, coincidente con lo anterior y añadiendo: 

-es inconstitucional la convocatoria de oposiciones " ad personan ", entendiendo por tales las que fijan reglas y condiciones para un colectivo concreto y específico

-las bases de la convocatoria deben serlo en términos generales abstractos y no mediante referencias individualizadas y concretas (STC 67/1989)

-se proscriben las pruebas restringidas (STC 27/1991)

-los funcionarios interinos no pueden ser convertidos en funcionarios de carrera sin prueba alguna (STC302/1993)

-la eventual puntuación por servicios previos no puede uliiizarse, ni para superar la fase de oposición, ni para ser utilizada en sucesivas fases del proceso selectivo (SSTC 281/1983 o 185/1994)

-el cómputo de la experiencia profesional no puede tener un peso "mayoritario o aplastante", siendo tolerable el computo de hasta el 45% del total del proceso (STC 185/1994)

La STC 151/1992, de 19 de octubre aborda de plano la cuestión que tratamos y sienta lo siguiente:

"3 .El artículo 19.1 de la Ley 30/1984 establece, en efecto, con el carácter de base de la materia que «las Administraciones Públicas seleccionan su personal, ya sea funcionario, ya sea laboral, de acuerdo con su oferta de empleo público, mediante convocatoria pública ya través del sistema de concurso, oposición o concurso-oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de publicidad». En lo que ahora directamente interesa es claro que se define como elemento básico de la regulación de las Administraciones Públicas el rechazo de las llamadas convocatorias o turnos restringidos, convocatorias que, como principio general no podrán ser puestas en práctica por las Administraciones Públicas autonómicas para la selección de su personal, funcionarial o laboral. De acuerdo, pues, con el articulo 19.1 de la Ley 30/1984, el acceso a la función pública ha de articularse, en consecuencia, a través de convocatorias públicas abiertas o libres, ya que, como hemos advertido. en otras ocasiones, el derecho a la igualdad en el acceso a la función pública supone una limitación fundamental a la práctica de las pruebas restringidas para el acceso a la función pública, las cuales, en general, han de considerarse como un procedimiento proscrito por el referido precepto constitucional (STC 27/1991) fundamento jurídico 5.c). Por ello mismo, en fin, la admisibilidad de estas pruebas, aun cuando el legislador estatal para casos singulares las haya previsto, debe ser verdaderamente excepcional y objeto de una interpretación restrictiva (por ejemplo, ATC 13/1983, fundamento jurídico 2.º).

La propia Ley estatal, no obstante, prevé algunas excepciones a la norma general, y posibilita que en supuestos concretos, las Comunidades Autónomas puedan realizar convocatorias en turnos restringidos para quienes no ostentando la condición de funcionarios de carrera, presten ya sin embargo, servicios en sus correspondientes administraciones. Tal es el caso, en lo que aquí importa, de la Disposición transitoria sexta, apartado 4, de la Ley 30/1984, que prevé una excepción a la regla general del artículo 19.1, al permitir que los Consejos de Gobierno en las Comunidades Autónomas puedan convocar restringidamente pruebas específicas de acceso a la función pública.

Esa posibilidad, cuya constitucionalidad desde la consideración del artículo 23.2 de la CE fue reconocida para casos excepcionales, en la STC 27/1991 (fundamento jurídico 5.), queda circunscrita en la Ley 30/1984, por la necesaria concurrencia de diversos requisitos, de los que, en el presente caso, dos resultan relevantes. Uno, de carácter personal: que se dirijan a quienes tuviesen condición de «contratados administrativos» en expectativa de acceso a su respectiva función pública. y un segundo, de carácter temporal: que hubieran sido contratados mediante convocatorias públicas con anterioridad al 15 de marzo de 1984.

De este modo, bien puede afirmarse que la actuación de las Comunidades Autónomas en este respecto, convocando pruebas restringidas, se llevará a cabo dentro de su ámbito competencial siempre que se produzca en los supuestos y con los requisitos exigidos por la propia Disposición transitoria citada: si se produjera fuera de tal supuesto vulnerarla la norma general, de carácter básico, contenida en el artículo 19.1 de la Ley, que prohibe, como se ha dicho, las pruebas restringidas para la selección del personal de las Administraciones Publicas. La normación básica estatal a tomar como punto de referencia se integra así, lógicamente, por el artículo 19.1 y la Disposición transitoria sexta que venimos citando.

4. Procede, pues, verificar si la norma canaria que se impugna, y que representa una evidente contradicción respecto de la prohibición de convocatorias restringidas del artículo 19.1 de la Ley 30/1984, se encuentra incluida en los supuestos a que da cobertura la Disposición transitoria sexta de la misma ley. Ya la vista de su contenido, se hace patente que tal no es el caso.

5….. Consecuentemente, la previsión de pruebas específicas para los funcionarios interinos en los términos en que lo hace la Disposición transitoria novena, 3 de la Ley canaria impugnada,- no puede ser aceptada, al conllevar la quiebra del repetido principio básico de convocatorias públicas y libres, lo que evidentemente, no obsta para que, a través de las mismas, en el desarrollo de las correspondientes pruebas selectivas de acceso puedan valorarse los servicios efectivos prestados por esos funcionarios interinos (Disposición transitoria sexta, 2 de la Ley 30/1984), siempre que, no obstante, esa valoración no incurra en arbitrariedad e incompatibilidad, por tanto, con los principios de mérito y capacidad en los términos que, entre otras, ya señalamos en nuestra STC 67/1989. Todo ello nos lleva forzosamente a estimar el recurso interpuesto por la representación del Gobierno frente al apartado 3 de la Disposición transitoria novena de la Ley canaria. El Abogado del Estado impugna también el primer inciso del apartado 4, en cuanto que se remite al apartado 3 al mencionar a «los funcionarios interinos a que se refiere el apartado anterior que no superen las referidas pruebas de acceso», y, por su conexión con la disposición que estimamos inconstitucional, debe considerarse igualmente como tal el inciso «a que se refiere el apartado anterior que no superen las referidas pruebas de acceso».

Recientemente, el 7 de noviembre de 2002, en el ámbito de la Administración del Estado se ha suscrito un Acuerdo con los Sindicatos (ROE 18-11-2002) cuyo Capitulo XI refiere, aunque de manera muy breve y concisa la adopción de medidas para la consolidación definitiva del empleo temporal.

Es cierto que la precariedad de los empleados temporales ha determinado la aparición en los mismos de los problemas socio económicos a que se hizo referencia al principio, pero también lo es que durante este tiempo han disfrutado de un empleo y han perfeccionado unos conocimientos y experiencia en la Administración pública

El artículo 23.2 garantiza el derecho de los ciudadanos a acceder en condiciones de igualdad a las funciones públicas, con los requisitos que señalen las leyes y su artículo 103.3 añade a tal fin los principios de mérito y capacidad. A nivel legal es el artículo 19.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas urgentes de reforma de la función pública, la que desarrolla los preceptos constitucionales estableciendo "Las Administraciones Públicas seleccionan su personal ya sea funcionario, ya laboral, de acuerdo con su oferta de empleo público, mediante convocatoria pública ya través del sistema de concurso, oposición o concurso-oposición libre en los que se garanticen en todo caso los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de publicidad. "

Por ello es necesario cohonestar la situación de los empleados públicos temporales con la de los ciudadanos que no lo son y desean acceder a la función pública, los cuales carecen de la experiencia de aquellos y, en muchos casos, o no tienen empleo o también lo tienen precario en el sector privado.

Así pues, en este segundo aspecto deberá la Administración valorar la experiencia de los empleados públicos temporales dentro de los términos establecidos por la doctrina constitucional, siendo deseable el alcanzar un acuerdo en tal sentido con las organizaciones sindicales.

En atención a todo lo anterior RECOMENDAMOS que se proceda de modo progresivo y paulatino, en el menor intervalo de tiempo, a realizar las gestiones tendentes a que todas las plazas vacantes de empleados públicos no sujetas a reserva legal sean incluidas en oferta pública de empleo y SUGERIMOS que se promuevan negociaciones con las organizaciones sindicales representadas en las mesas de negociación de empleados públicos a fin de que el tiempo prestado con carácter temporal sea computado como mérito en el proceso selectivo en los términos a que se refiere el cuerpo del presente escrito.

De conformidad con lo previsto en el artículo 29 de la Ley de la Generalidad Valenciana 11/1988, de 26 de Diciembre le agradeceremos nos remita en el plazo de un mes el preceptivo informe en el que nos manifieste la aceptación o no de la recomendación que se realiza o, en su caso, las razones que estime para no aceptarla.

Agradeciendo su colaboración y la remisión de lo interesado, le saluda atentamente”

Tan pronto tengamos respuesta a la misma se lo haremos saber, al tiempo que le saluda atentamente, 

SINDIC DE GREUGES 

Bernardo del Rosal Blasco 

Síndico de Greuges de la Comunitat Valenciana

